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ELIZABETH BLAIR ESCOBAR 

ABOGADA U.P.B. 

Calle 7 Sur No. 22 B 90, Oficina 108, POBLADO – MEDELLIN 

Correo electrónico: elizabethblair@une.net.co 

Teléfono: 3104084562 

 

 
Bogotá D.C., Julio 14 de 2022 
 
 
Doctora 
Nancy Ramírez González 
JUEZ CINCUENTA Y TRES CIVIL  
MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C. 
E.S.D.     
 
 
 
Ref: Radicado No. 2021-00015. Proceso ejecutivo singular de INVERSIONES 

LUMALI S.A. vs. PP STORES S.A.S. y OTROS. Reiteración y nuevos 

argumentos para sustentar el recurso de apelación contra los autos del 29 de 

abril de 2021 y 5 de octubre de 2021. 

 

ELIZABETH BLAIR ESCOBAR, apoderada en representación de los 

codemandados SANDRA MILENA MUÑOZ SEPÚLVEDA, FABIAN DAVID 

CARDONA GIRALDO y PP STORES S.A.S., dentro del término previsto en el 

numeral 3 del artículo 322 del CGP, muy respetuosamente procedo a reiterar los 

argumentos expuestos en memoriales del 4 y 9 de mayo de 2022, y plantear nuevos 

argumentos para sustentar el recurso de alzada, en la siguiente forma: 

 

1. POSESIÓN QUE ES OBJETO DE EMBARGO CONFORME AL NUMERAL 3 

DEL ARTÍCULO 593 DEL CGP. 

 

En el presente caso, la a quo confunde la posesión que deviene de un tercero 

poseedor (posesión de facto), que es la que da lugar a usucapir, con la que ejerce 

el propietario de un bien. En mi recurso horizontal se le puso en conocimiento y 

acreditó a la juez de primera instancia, que los señores Sandra Milena Muñoz 

Sepúlveda y Fabian David Cardona Giraldo son propietarios y titulares del derecho 
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real de dominio del inmueble que se ubica en la carrera 32 No. 6 Sur- 295, 

apartamento 1410 de la Urbanización Portofino P.H. de la ciudad de Medellín, 

identificado con matrícula inmobiliaria No. 001-899535 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Medellín, zona sur (ver anotación 11 del citado certificado 

de tradición y libertad); reiterándole que mis poderdantes no son terceros 

poseedores del referido inmueble. No obstante, la juez de conocimiento insiste en 

su providencia del 8 de julio de 2022, en que el embargo de la posesión a que refiere 

el numeral 3 del artículo 593 del CGP, es aplicable a la que tiene y ejerce el titular 

del derecho real de dominio sobre un bien, incluso contradiciéndose al sustentar su 

decisión, la cual funda en la doctrina que se plasma específicamente en el Módulo 

de Aprendizaje Autodirigido – Plan de Formación de la Escuela Rama Judicial 

Rodrigo Lara Bonilla, de la cual sin lugar a equívocos queda establecido que la 

posesión que es objeto de embargo bajo la citada previsión legal es la que da lugar 

a usucapir, es decir, la que ejercen terceros poseedores y no la que ejerce el 

propietario del bien; para lo cual me permito transcribir un aparte de la citada 

doctrina: 

 

“…Algunos seguirán preguntándose que es lo que se embarga en la posesión, pero 

la respuesta es sencilla: amen de los derechos patrimoniales que tenga el poseedor, 

concretados en las mejoras que hubiere plantado, ESTA EL DERECHO A 

USUCAPIR que haya consolidado o que venga consolidando, de suerte que el 

rematante de esa posesión podrá agregar a la suya la del poseedor material 

ejecutado para adquirir el bien por prescripción” (Mayúsculas y negrillas no son 

del texto original). 

 

A más de lo anterior, es importante recordar que la posesión material se erige en 

presupuesto de la prescripción adquisitiva de dominio, y que conforme al artículo 

2512 del Código Civil la prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas. En 

sentencia SC12323-2015, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona, de la Corte 

Suprema de Justicia Sala de Casación Civil, se indicó:  
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“Si la prescripción adquisitiva tiene por mira el dominio “ajeno”, en coherencia 

con lo arriba argumentado, inane resulta al legítimo titular, fundado en su 

posesión, reclamar un derecho suyo, evocando el mismo lenguaje de la censura, 

“(…) si todo lo tiene (…)”. La posesión del propietario, por el contrario, se erige 

en instrumento para impedir que otro adquiera el bien por el fenómeno de la 

usucapión. 

 

“Corresponde, en referencia a la clasificación tripartita del proyecto de Código Civil 

de 1853 de don Andrés Bello, a la posesión “(…) unida al dominio, que es la 

ejercida por el verus domino (…)”, también conocida, para entonces, como posesión 

inscrita, cual tiene precisado la Corte. En todo caso, como allí mismo se anotó, 

distinta a la de “(…) quien no es dueño pero tiene justo título y buena fe, 

denominada posesión civil (…)”; y a la de “(…) quien ni es dueño mi tiene justo título 

o buena fe, llamada posesión natural (…)”. 

 

“Estas últimas, en su orden, conocidas como posesión regular e irregular (artículo 

764 del Código Civil). En correlación, únicas estatuidas para adquirir el dominio 

ajeno por el modo de la prescripción ordinaria (artículos 2527 y 2528) o 

extraordinario (artículo 2531), según el caso” (Negrillas no son del texto original). 

 

Por todo lo anterior, es claro que la posesión que se puede embargar bajo las 

previsiones del numeral 3 del artículo 593 del CGP, son las que ejercen terceros 

poseedores (posesión de facto) que es la que da lugar a usucapir, y no la que ejerce 

el propietario o titular del derecho real de dominio, por lo que la a quo al decretar, 

mediante auto calendado 5 de octubre de 2021, el embargo y secuestro de la 

posesión de los demandados Sandra Milena Muñoz Sepúlveda y Fabian David 

Cardona Giraldo sobre el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 001-

899535 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, zona sur, 

equiparando su posesión como propietarios a la que ejerce un tercero poseedor ha 

incurrido en una vía de hecho, toda vez que su decisión esta dictada en una norma 
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que no es la aplicable para el caso concreto, frente al cual incluso existe norma 

expresa, que es la prevista en el numeral 1 del artículo 593 del CGP, que reza:  

 

“ El de bienes sujetos a registro se comunicará a la autoridad competente de llevar 

el registro con los datos necesarios para la inscripción……Una vez inscrito el 

embargo, el certificado sobre la situación jurídica del bien se remitirá por el 

registrador directamente al juez” (Negrilla no es del texto original). 

 

La cual si bien fue decretada con anterioridad a la medida cautelar de embargo y 

secuestro de la “posesión” sobre el reseñado inmueble, en el numeral 2.2. del auto 

de fecha 29 de abril de 2021, providencia que también es objeto de este recurso, 

tampoco era procedente decretarla por cuanto que conforme al certificado de 

tradición y libertad del plurimencionado inmueble (ver anotación 021), tiene 

registrado desde el 16 de marzo del año 2020, AFECTACIÓN A VIVIENDA 

FAMILIAR, que se constituyó mediante escritura pública No. 365 del 27 de febrero 

de 2020 de la Notaria Primera de Medellín, incluso aceptando la a quo  lo anterior 

en la providencia mediante la cual negó reponer los autos impugnados, indicando 

que dicho inmueble tiene afectación a vivienda familiar y que la medida cautelar se 

torna ineficaz por su carácter de inembargable. 

 

2.  ILEGALIDAD AL DECRETAR EMBARGO Y SECUESTRO SOBRE INMUEBLE 

CON AFECTACIÓN A VIVIENDA FAMILIAR. 

 

Se colige sin lugar a dudas, que la señora juez de conocimiento considera que no 

obstante la inembargabilidad de los derechos de propiedad de mis poderdantes 

sobre el referido inmueble por estar afectado a vivienda familiar, dicha afectación a 

vivienda familiar puede ser desconocida si lo que se embarga y secuestra es la 

“posesión” de mis poderdantes como propietarios, lo cual se torna en ILEGAL, por 

cuanto que se pretende “esquivar” o desconocer el carácter de inembargables que 

tienen los bienes inmuebles afectados a vivienda familiar, conforme al artículo 7 de 

la ley 258 de 1996; e igualmente se torna en INSCONSTITUCIONAL porque 
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desconoce que el objeto de la citada ley es proteger a la familia para que tenga una 

vivienda digna, pues la Corte Constitucional en sentencia T-076 de 2005, ha 

establecido, que:    

 

“El artículo 42 de la Constitución Política reconoce la posibilidad de establecer 

limitaciones al derecho de propiedad a favor de la protección superior de la familia, 

como principio fundante y valor axiológico del Estado colombiano, según lo 

reconocen los artículos 1° y 2° de la Carta Fundamental. 

  

“Para el efecto, la norma constitucional en cita admite como una de las garantías 

constitucionales previstas para defender a la institución familiar, la posibilidad de 

decretar conforme a la ley, la existencia de un patrimonio familiar inembargable e 

inalienable. 

 

“(…) 

 

“Dicha competencia del legislador para establecer distintos mecanismos de 

protección familiar y para disponer el alcance jurídico de los atributos que se 

predican de cada uno de ellos, ha sido reconocida por la Corte en los siguientes 

términos: 

  

  

“Si el legislador está facultado para establecer el patrimonio familiar, es 

obvio que tiene atribución para consagrar reglas específicas sobre 

aspectos patrimoniales que importan sustancialmente a la familia, 

como la vivienda, con el objeto de brindarle una protección acorde con 

los postulados constitucionales. Y, desde luego, puede también señalar 

las características y consecuencias que en el mundo del Derecho tiene la 

decisión de erigir determinados inmuebles en patrimonio de familia, así 

como la concreta de establecer sobre bienes inmuebles el gravamen de su 



6 
 

destinación a vivienda familiar. Y, por supuesto, será igualmente la ley la 

que defina, en cuanto a tal patrimonio, el ámbito jurídico y la cobertura de las 

notas de inalienabilidad e inembargabilidad. En otros términos, si puede el 

legislador determinar o no el patrimonio familiar, la ley goza necesariamente 

de autorización constitucional para disponer en qué aspectos se entiende 

inalienable el patrimonio afectado y el alcance de la inembargabilidad que de 

él se predica. 

  

“En ese orden de ideas el legislador no vulnera la Carta Política por el sólo 

hecho de prever, como le corresponde en guarda de la seguridad jurídica, los 

efectos que habrá de tener en el tiempo el acto por medio del cual se 

constituye un patrimonio como afectado a vivienda familiar” 

 

 

“Sin embargo, más allá de las personas que se encuentran legitimadas para 

constituir la AFECTACIÓN A VIVIENDA FAMILIAR sobre un bien inmueble, lo 

cierto es que SE TRATA DE UNA INSTITUCIÓN JURÍDICA QUE CUMPLE UN 

OBJETIVO CONSTITUCIONAL PRECISO, CUAL ES PERMITIR QUE LA 

FAMILIA DISPONGA SIEMPRE DE UN LUGAR DE HABITACIÓN, PARA 

ASEGURAR, POR UN LADO, EL DESARROLLO ARMÓNICO E INTEGRAL 

DE LOS HIJOS (C.P. ART. 44) Y, POR EL OTRO, LA PRESERVACIÓN DE 

LOS DEBERES DE CUIDADO Y AUXILIO MUTUO QUE SURGEN DE LA 

DECISIÓN LIBRE Y RESPONSABLE DE UN HOMBRE Y UNA MUJER DE 

CONTRAER MATRIMONIO O DE COHABITAR JUNTOS (C.P. ART. 42)” 

(Mayúsculas  y negrillas no son del texto original). 

 

Por lo anterior, es claro que la medida cautelar decretada  en el auto del  5 de 

octubre de 2022, consistente en el embargo y secuestro del inmueble de 

propiedad de mis poderdantes sobre el cual existe afectación a vivienda familiar,  

la cual se constituyó incluso antes de la existencia de la obligación objeto del 

presente proceso ejecutivo, contraviene las previsiones legales de la ley 258 de 
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1996 y se torna en inconstitucional por desconocer el objeto de dicha institución 

jurídica, que es el de proteger que la familia disponga siempre de un lugar de 

habitación, asegurando el desarrollo armónico y de una vivienda digna para los 

hijos menores. 

 

En aras de evitar que se sigan transgrediendo los derechos fundamentales de la 

familia conformada por la señora Sandra Milena Muñoz Sepúlveda, Fabian David 

Cardona Giraldo, y de sus hijos menores de edad ADAM, de 5 años , y SAMUEL, 

de 14 años, quienes actualmente habitan en el inmueble objeto de la medida 

cautelar, ya que no tienen otro lugar donde vivir, inmueble que incluso ya se 

encuentra secuestrado, solicito de manera respetuosa tener como pruebas en 

este recurso de alzada : (i) Los registros civiles de nacimiento de los citados 

menores (3 folios que se anexan); (ii) Las declaraciones extrajuicio rendidas el 

13 de julio de 2022, por los señores Fabian de Jesús Cardona Ramírez y María 

Nohelia Giraldo Ossa, ante la Notaria Tercera de Envigado; y por el señor 

Rodrigo Arango Arango, ante la Notaria Diecisiete de Medellín, con las que se 

acredita que los citados demandados viven actualmente con sus hijos menores 

en el inmueble que se ubica en la carrera 32 No. 6 Sur- 295, apartamento 1410 

de la Urbanización Portofino P.H. de la ciudad de Medellín, y donde conta que 

no tienen otro lugar donde vivir (5 folios); y (iii) Correos electrónicos de la señora 

Sandra Muñoz, fechados 19 y 20 de enero de 2022 ( 1 folio).  

 

Por todo lo expuesto, se solicita respetuosamente a esta superioridad se 

revoquen los autos objeto del recurso de alzada. 

 

De su señoría, respetuosamente, 

 

 

ELIZABETH BLAIR ESCOBAR 

T.P. No. 104.107 del C.S.  de la J.   
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Para: Juz 53 Civil Municipal de Bta <juz53civilmunicipalbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

 

De: BLAIR ESCOBAR ELIZABETH <elizabethblair@une.net.co> 
Enviados: jueves, 14 de julio de 2022 1:17:34 p. m. (UTC-05:00) Bogota, Lima, Quito, Rio Branco 
Para: Juzgado 53 Civil Municipal - Bogotá - Bogotá D.C. <cmpl53bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>; judicialpelaezsierra
<judicialpelaezsierra@gmail.com> 
Cc: elizabethblair778 <elizabethblair778@gmail.com> 
Asunto: RADICADO 2021-00015. SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN CONTRA AUTOS DEL 29 DE ABRIL DE
2021 Y 5 DE OCTUBRE DE 2021 

Julio 14 de 2022

Doctora
Nancy Ramírez González
JUEZ CINCUENTA Y TRES CIVIL 
MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C.
E.S.D.    

Ref: Radicado No. 2021-00015. Proceso ejecutivo singular de INVERSIONES LUMALI S.A. vs.
PP STORES S.A.S. y OTROS. Reiteración y nuevos argumentos para sustentar el recurso de
apelación contra los autos del 29 de abril de 2021 y 5 de octubre de 2021.

ELIZABETH BLAIR ESCOBAR, apoderada en representación de los codemandados SANDRA
MILENA MUÑOZ SEPÚLVEDA, FABIAN DAVID CARDONA GIRALDO y PP STORES S.A.S., dentro del
término previsto en el numeral 3 del artículo 322 del CGP, muy respetuosamente, en archivo
adjunto remítole memorial y anexos ( 17 folios en PDF), mediante el cual sustento el recurso
de apelación contra los autos del 29 de abril de 2021 y 5 de octubre de 2021; el cual debe
obrar en el expediente virtual previo a remitirse para el trámite del recurso de alzada.

Respetuosamente,

ELIZABETH BLAIR ESCOBAR
T.P. No. 104.107 del C. S. de la J.
Celular: 310 4084562 


